
Número Identificador 

 
SEN2021________ 

 

ESTADO LIBRE ASOCIADO DE PUERTO RICO 
TRIBUNAL DE APELACIONES 

PANEL V 
 

ROSA RODRIGUEZ 
ORTIZ; JUAN GUZMÁN 

MOURE 

Peticionario 
 
 

v. 
 

 
RES-CARE, INC. 

Recurridos 

 

 
 

 

 
 

KLCE202100065 

Recurso de 

Certiorari 
procedente del 
Tribunal de Primera 

Instancia, Sala 
Superior de 
Aibonito 

 
Caso Núm.  

AI2020CV00110 
 
Sobre: 

Despido 
injustificado (Ley 

Núm. 80 y Otros) 

Panel integrado por su presidente, el Juez Bermúdez Torres, la 
Jueza Domínguez Irizarry, la Jueza Rivera Marchand, la Jueza 
Mateu Meléndez y la Jueza Álvarez Esnard 
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SENTENCIA 
 

 En San Juan, Puerto Rico, a 9 de abril de 2021. 

 

 Comparecen ante este Tribunal, la Sra. Rosa Rodríguez Ortiz 

y el Sr. Juan Guzmán Moure (peticionarios) mediante recurso de 

Certiorari, en el que nos solicitan la revocación de la Orden emitida 

el 29 de diciembre de 2020, por el Tribunal de Primera Instancia, 

Sala de Aibonito (TPI). En virtud del referido dictamen, el foro 

primario declaró sin lugar una solicitud de desistimiento presentada 

por los peticionarios impidiendo así que el pleito continuara bajo un 

procedimiento de arbitraje. Veamos. 

I.  

El 23 de marzo de 2020 los peticionarios incoaron una 

Querella contra Res-Care, Inc. (Res-Care o recurrido), sobre alegado 

despido injustificado y represalias en el empleo.1 La reclamación fue 

presentada al amparo de la Ley de Procedimiento Sumario de 

Reclamaciones Laborales, Ley Núm. 2 de 17 de octubre de 1961, 

según enmendada, 32 LPRA sec. 3118 et seq., (Ley Núm. 2). En 

 
1 Ley Núm. 80 de 30 de mayo de 1976 según enmendada; Ley Núm. 115 de 20 de 

diciembre de 1991 según enmendada. Véase, apéndice del recurso, págs. 2-7. 
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síntesis, los peticionarios alegaron que fueron despedidos 

injustificadamente y en represalias por haber participado de 

actividades protegidas como acudir al Fondo del Seguro del Estado.  

Posteriormente, y tras ser emplazado, Res-Care presentó su 

Contestación a la Querella.2 En dicha contestación, la recurrida 

levantó treinta y ocho (38) defensas afirmativas, entre las que 

incluyó las siguientes: 

31. El procedimiento sumario bajo la Ley Núm. 2 no es 

el vehículo apropiado para la tramitación de la presente 
Querella. 

 
32. El procedimiento para ventilar la reclamación de los 
querellantes es un proceso de arbitraje a tenor con los 

acuerdos de arbitraje.  
 

Luego de varias incidencias procesales, el TPI autorizó la 

conversión de los procesos al trámite ordinario.3 Así, ambas partes 

dieron curso al proceso de descubrimiento de prueba en el caso de 

epígrafe. En específico, los peticionarios remitieron a Res-Care un 

interrogatorio, así como un requerimiento de documentos. De dicho 

documento se desprende que se le inquirió a la recurrida si los 

querellantes habían firmado un acuerdo de arbitraje y se solicitó 

copia de este.4  

El 29 de septiembre de 2020, el foro primario celebró una 

conferencia inicial en donde las partes pudieron discutir el 

descubrimiento de prueba y se seleccionaron las fechas para una 

vista de seguimiento, así como la fecha límite para presentar 

mociones dispositivas y la celebración de la conferencia con 

antelación al juicio.5 Sin embargo, no surge de la Orden/Acta 

emitida por el Tribunal de Primera Instancia que alguna de las 

partes hubiera levantado algún asunto sobre el procedimiento de 

arbitraje.  

 
2 Véase, apéndice del recurso, págs. 8-17. La contestación a la querella fue 

presentada el 30 de julio de 2020.  
3 Véase, apéndice del recurso, pág. 206. La orden fue emitida el 22 de agosto y 

notificada el 24 de agosto de 2020.   
4 Véase, Apéndice del recurso, pág. 26, en el inciso número 46. 
5 Véase, apéndice del recurso, pág. 207.  
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Así las cosas, Res-Care remitió a los peticionarios las 

contestaciones al interrogatorio y requerimiento de documentos.6 

En lo que nos compete, se incluyeron como anejos dos (2) 

documentos, ambos intitulados Mandatory Arbitration Agreement 

(Acuerdo de Arbitraje).7 El propio documento dispone que: 

[…] Except as it otherwise provides this Agreement 
applies to any disputes, past, present or future, arising 

out of related to Employee’s […] employment with Res-
Care, Inc. […] or termination of employment regardless 
of its date of accrual and services after the employment 

relationship terminates. Except as it otherwise 
provides, this Agreement is intended to apply to the 

resolution of disputes that otherwise would be resolved 
in a court of law or before a forum other arbitration.  
 

[…] you and the Company agree that any legal disputes 
or controversy covered by this Agreement, or arising out 

if, relating to or concerning the formation, scope, 
validity, enforceability, or breach of this Agreement, 
shall be resolved by final and binding arbitration in 

accordance with the Employment Arbitration Rules of 
the American Arbitration Association (“AAA Rules”) then 
in effect, and not by court or jury trial, to be held (unless 

the parties agree in writing otherwise) […]. 
 

Tras varios incidentes procesales y escritos de las partes, los 

peticionarios presentaron una Moción en Solicitud de Desistimiento 

Voluntario, sin perjuicio, por Acuerdo de Arbitraje.8 En esta, 

sostuvieron que con posterioridad a la presentación de la querella 

advinieron en conocimiento de la existencia del Acuerdo de Arbitraje 

durante el descubrimiento de pruebas. Además, la representación 

legal de los demandantes indicó que, a pesar de que sus 

representados habían firmado el Acuerdo de Arbitraje, Res-Care no 

les proveyó una copia de ello, por lo que no tenían conocimiento de 

lo que significaba y las consecuencias de haberlo firmado. 

Finalmente, los peticionarios señalaron que los demandados no 

sufrirían un perjuicio al continuar la reclamación bajo el 

 
6 La contestación, así como los documentos solicitados fueron remitidos por la 
Recurrida el 2 de noviembre de 2020.  
7 Uno de los documentos está firmado por la señora Rodríguez Ortiz y el otro está 

firmado por el señor Guzmán Moore. Además, ambos documentos tienen fecha 

del 21 de junio de 2019. 
8 La moción fue presentada el el 14 de diciembre de 2020. Véase, apéndice del 

recurso, págs. 77-90. 
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procedimiento de arbitraje, por lo que solicitó el desistimiento del 

pleito.  

En reacción, la recurrida presentó un escrito en oposición a la 

solicitud de desistimiento voluntario. Mediante esta, arguyó que la 

presentación de la querella significó una renuncia inequívoca al 

procedimiento de arbitraje.9 Sostuvo que los Acuerdos de Arbitraje 

fueron suscritos por los peticionarios meses antes- el 21 de junio de 

2019- de la presentación de la querella. Además, Res-Care esgrimió 

que los peticionarios solicitaron que el procedimiento continuara 

bajo el procedimiento de arbitraje después de recibir decisiones 

adversas por el foro primario.10 Arguyó, que los actos afirmativos de 

la señora Rodríguez Ortiz y el señor Guzmán Moure de utilizar el 

proceso judicial para litigar su reclamación implica una renuncia al 

acuerdo de arbitraje.  

Atendidos los escritos presentados por las partes, el Tribunal 

de Primera Instancia emitió una Orden en la que declaró sin lugar 

la solicitud de desistimiento voluntario.  

Inconforme, los peticionarios acudieron ante nos mediante su 

Petición de certiorari y le imputaron al foro primario la comisión del 

siguiente error: 

Erró el TPI al actuar sin jurisdicción, y no desestimar la 
Querella radicada, no empece  que entre las partes existe una 
acuerdo de arbitraje compulsorio, el cual priva al Tribunal 
de Instancia de asumir jurisdicción sobre las partes, y de 

todo lo alegado en la Querella, y no empece a que las partes 
en el caso, aún se encuentran en las etapas iniciales del 
descubrimiento de prueba no se han tomado deposiciones, 
no se han radicado y tampoco hay pendientes mociones 
dispositivas, no se ha celebrado la Conferencia con 
Antelación al Juicio en su Fondo.   
 

En esa misma fecha, la parte peticionaria presentó una 

moción en auxilio de jurisdicción, a los fines de que se paralizaran 

 
9 La moción fue presentada el 28 de diciembre de 2020 y esta intitulada Oposición 
a “Moción en solicitud de desistimiento voluntario, sin perjuicio, por acuerdo de 
arbitraje” y a “Moción en cumplimiento de orden y reiterando solicitud de 
desistimiento voluntario sin perjuicio de la querella por acuerdo de arbitraje”.  
10 En particular, la parte recurrida expuso que la solicitud de desistimiento fue 

presentada luego de que el tribunal les advirtiera a los peticionarios que su 

incumplimiento con las órdenes podría incurrir en sanciones.  
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los procedimientos ante el Tribunal de Primera Instancia, la cual 

declaramos con lugar.11 El 5 de febrero de 2021, Res-Care, presentó 

su Oposición a la Petición de Certiorari.12    

Luego de evaluar el expediente de autos, y contando con el 

beneficio de la comparecencia de ambas partes, estamos en posición 

de disponer del mismo.   

II. 

A. El recurso de certiorari 

[U]na resolución u orden interlocutoria, distinto a una 

sentencia, es revisable mediante certiorari ante el Tribunal de 

Apelaciones. JMG Investment, Inc. v. Estado Libre Asociado de Puerto 

Rico, 203 DPR 708 (2019). El recurso de certiorari es un vehículo 

procesal discrecional que permite a un tribunal de mayor jerarquía 

revisar las determinaciones de un foro inferior. 800 Ponce de León 

Corp. v. American International Insurance Company of Puerto Rico, 

2020 TSPR 104, resuelto el 15 de septiembre de 2020. La Regla 52.1 

de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 52.1, limita la facultad 

que tiene el foro apelativo intermedio para revisar las resoluciones 

u órdenes interlocutorias que emite el foro primario. Íd. Esa regla 

establece que el recurso de certiorari solo se expedirá cuando se 

recurra de una resolución u orden bajo remedios provisionales de la 

Regla 56, injunctions de la Regla 57 o de la denegatoria de una 

moción de carácter dispositivo. Íd. No obstante, también dispone 

que el tribunal apelativo, en su ejercicio discrecional y por 

excepción, podrá expedir un recurso de certiorari cuando se recurra 

de decisiones sobre la admisibilidad de testigos de hechos o peritos 

esenciales, en asuntos relacionados a privilegios evidenciarios, en 

 
11 La moción esta intitulada Moción en solicitud de auxilio de jurisdicción y en 
solicitud de paralización de los procedimientos en el Tribunal de Instancia hasta 
que se resuelva la petición de certiorari.  
12 Cabe destacar, que con posterioridad las partes del caso de autos remitieron 

sendos escritos en los que incluyeron sentencias y resoluciones emitidas por este 

Tribunal. A esos efectos, tomamos conocimiento judicial de los alfanuméricos: 

KLCE202100063, KLCE2020100003, KLCE202100064. 
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casos de anotaciones de rebeldía, en casos de relaciones de familia, 

en casos revestidos de interés público o en cualquier otra situación 

en la que esperar a una apelación constituiría un fracaso 

irremediable de la justicia. Íd. El delimitar la revisión a instancias 

específicas tiene como propósito evitar la dilación que causaría la 

revisión judicial de controversias que pueden esperar a ser 

planteadas a través del recurso de apelación. Scotiabank v. ZAF 

Corp., et al., 202 DPR 478, 486-487 (2019). 

Por otro lado, el examen que hace el tribunal apelativo previo 

a expedir un certiorari no se da en el vacío ni en ausencia de otros 

parámetros. 800 Ponce de León Corp. v. American International 

Insurance Company of Puerto Rico, supra. Véase, además, Mun. de 

Caguas v. JRO Construction, 201 DPR 703, 711 (2019). A esos 

efectos, la Regla 40 del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 

LPRA Ap. XXII-B, R. 40, señala los criterios que debemos tomar en 

consideración al evaluar si expedir un auto de certiorari. La citada 

Regla dispone: 

El tribunal tomará en consideración los siguientes criterios 

al determinar la expedición de un auto de certiorari o de una 

orden de mostrar causa: 

 

(A) Si el remedio y la disposición de la decisión recurrida, 

a diferencia de sus fundamentos, son contrarios a derecho. 

      

(B) Si la situación de hechos planteada es la más indicada 

para el análisis del problema.             

  

(C) Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y 

manifiesto en la apreciación de la prueba por el Tribunal de 

Primera Instancia.   

             

(D) Si el asunto planteado exige consideración más 

detenida a la luz de los autos originales, los cuales deberán 

ser elevados, o de alegatos más elaborados. 

        

(E) Si la etapa del procedimiento en que se presenta el 

caso es la más propicia para su consideración.  

 

(F) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 

causa no causan un fraccionamiento indebido del pleito y 

una dilación indeseable en la solución final del litigio. 
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(G) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 

causa evita un fracaso de la justicia.      

 

El foro apelativo debe ejercer su facultad revisora solamente 

en aquellos casos que se demuestre que el dictamen emitido por el 

foro de instancia es arbitrario o constituye un exceso de discreción. 

Meléndez v. Caribbean Int’l. News, 151 DPR 649, 664 (2000).  

B. Los contratos con cláusulas de arbitraje  

  [L]os contratos […] existen cuando una o varias partes prestan 

su consentimiento a obligarse a dar alguna cosa o prestar algún 

servicio. Art. 1206 del Código Civil, 31 LPRA sec. 3371.13 Demeter 

Int'l v. Srio. Hacienda, 199 DPR 706 (2018). Un contrato será 

validado si concurren tres elementos esenciales, a saber: 

consentimiento, objeto y causa. Art. 1213 del Código Civil, sec. 

3391. Íd. Una vez concurren dichos elementos, las partes 

involucradas quedan obligadas al cumplimiento de sus términos y 

condiciones, pues las obligaciones que nacen de los contratos tienen 

fuerza de ley entre las partes. Art. 1044 del Código Civil, 31 LPRA 

sec. 2994. Íd.  

De otro lado, la Ley de Arbitraje de Puerto Rico (Ley de 

Arbitraje), Ley Núm. 376 de 8 de mayo de 1951, 32 LPRA sec. 3201 

y siguientes, establece que dos o más partes podrán incluir en un 

convenio por escrito una disposición para resolver mediante 

arbitraje cualquier controversia futura entre ellos en relación con el 

acuerdo. El Tribunal Supremo ha reconocido que el arbitraje 

constituye un medio más apropiado que los tribunales para la 

resolución de controversias, por ser más flexible, y menos técnico y 

oneroso. Véase, AAA v. UIA, 200 DPR 903, 922 (2018). Así, los 

laudos arbitrales emitidos gozan ante los tribunales de justicia de 

 
13 El Código Civil de Puerto Rico de 1930, fue derogado por la Ley Núm. 55 de 1 

de junio de 2020, conocida como el Código Civil de Puerto Rico de 2020, que entró 

en vigor el 28 de noviembre de 2020. Ante la fecha de ocurrencia de los hechos, a 

este caso le aplica el Código Civil de Puerto Rico de 1930. 
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una especial deferencia. Condado Plaza v. Asoc. Emp. Casinos P.R., 

149 DPR 347, 352 (1999).  

A esos efectos, el arbitraje es una figura jurídica 

inherentemente contractual que solo se puede exigir cuando se ha 

pactado y se haya hecho constar por escrito. H.R., Inc. v. Vissepó & 

Diez Construction Corp., 190 DPR 597, 605 (2014).14 En ese sentido, 

el Artículo 1 de la Ley de Arbitraje, 32 LPRA sec. 3201, dispone que: 

Dos o más partes podrán convenir por escrito en someter a 
arbitraje, de conformidad con las disposiciones de este 
Capítulo, cualquier controversia que pudiera ser objeto de 
una acción existente entre ellos a la fecha del convenio de 
someter a arbitraje; o podrán incluir en un convenio por 
escrito una disposición para el arreglo mediante arbitraje de 
cualquier controversia que en el futuro surgiere entre ellos 
de dicho acuerdo o en relación con el mismo. Tal convenio 
será válido, exigible e irrevocable salvo por los fundamentos 
que existieran en derecho para la revocación de cualquier 
convenio.  

 

Como se puede apreciar, la política pública que promueve el 

arbitraje está motivada por el interés del Estado de facilitar la 

solución de disputas por vías más rápidas, flexibles y menos 

costosas para los litigantes que el proceso judicial, porque elimina 

las dilaciones que puede causar el alto grado de tecnicismo que 

requieren los procesos desarrollados en los tribunales. Vélez 

Miranda v. Servicios Legales de Puerto Rico, 144 DPR 673, 682 

(1998). Más aún, cualquier controversia o duda sobre la aplicación 

del método alterno de arbitraje debe resolverse a favor del 

procedimiento acordado. H.R., Inc. v. Vissepó & Diez Construction 

Corp., supra. Asimismo, si los contratantes han convenido que un 

tipo particular de disputa se resolverá por medio del arbitraje, el 

tribunal no puede vulnerar ese acuerdo y decidir que, tal disputa 

no será arbitrada. World Films, Inc. v. Paramount Pict. Corp., 125 

DPR 352, 357-358 (1990); Bird Const.Corp. v. A.E.E., 152 DPR 928, 

937 (2000).  

En lo pertinente, la Ley de Arbitraje, en su Artículo 3, dispone:  

 
14 Citando a S.L.G. Méndez-Acevedo v. Nieves Rivera, 179 DPR 359, 366-368 

(2010).  
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Si cualquiera de las partes de un convenio escrito de 
arbitraje incoare acción u otro recurso en derecho, el 

tribunal ante el cual dicha acción o recurso estuviere 
pendiente, una vez satisfecha de que cualquier 

controversia envuelta en dicha acción o recurso puede 
someterse a arbitraje al amparo de dicho convenio, 
dictará, a moción de cualquiera de las partes del 

convenio de arbitraje, la suspensión de la acción o 
recurso hasta tanto se haya procedido al arbitraje de 
conformidad con el convenio.  

 

32 LPRA sec. 3203.  

Tal y como adelantamos, una vez el tribunal conoce o concluye 

que existe un acuerdo de arbitraje, cualquier duda sobre si 

determinada controversia debe someterse a ese proceso de 

adjudicación alterno ha de resolverse a favor de este. Una vez 

acordado el arbitraje, los tribunales carecen de discreción y tienen 

que dar cumplimiento al arbitraje acordado. PaineWebber Inc. of 

Puerto Rico v. Service Concepts, Inc., 151 DPR 307, 311-312 (2000). 

Es decir, aun cuando la intervención judicial no está vedada de 

manera absoluta ante un acuerdo de arbitraje, la prudencia 

institucional exige la abstención judicial hasta tanto se complete la 

etapa del arbitraje. World Films, Inc. v. Paramount Pictures, supra, 

págs. 357-358.   

Por otro lado, y en los que nos compete, no existen unas reglas 

específicas que nos permitan determinar cuándo una parte ha 

renunciado al arbitraje de una controversia. No obstante, el Tribunal 

Supremo ha determinado que tal renuncia será evaluada en 

atención a ciertos actos y comportamientos durante el litigio que 

puedan servir para resolver a favor de la renuncia o en su contra.15  

En H.R., Inc. v. Vissepó & Diez Construction Corp., supra, el 

Tribunal Supremo determinó, aunque en términos de la parte 

demandada, que “la tarea de determinar si [una parte] ha 

renunciado a su derecho de arbitraje no debe ser tomada 

livianamente, sino que este análisis debe realizarse a la luz de la 

 
15 Véase, H.R., Inc. v. Vissepó & Diez Construction Corp., supra. 



 
 

 
KLCE202100065 

 

10 

fuerte política pública a favor del arbitraje”. (Énfasis nuestro). 

Además, el Tribunal Supremo destacó los factores comúnmente 

utilizados en la esfera federal para esclarecer el asunto sobre la 

renuncia del arbitraje, a saber:  

si las partes han participado activamente en el litigio en 
corte; si han realizado actos inconsistentes con el proceso de 
arbitraje; si el proceso de litigación ha sido sustancialmente 
iniciado; si las partes se encuentran en una etapa avanzada 
en la preparación para el pleito al momento en que se 
reclama el arbitraje; cuánto tiempo se han demorado las 
partes en solicitar que se detengas los procedimientos en el 
tribunal con el fin de hacer valer la cláusula de arbitraje; el 
perjuicio causado a la parte contraria por la demora del 
demandado en reclamar el arbitraje; si el demandado ha 
reclamado el arbitraje en su contestación a la demanda; […]; 
si el demandado se ha beneficiado del proceso en los 
tribunales y si el reclamante busca litigar nuevamente 
asuntos en los méritos del caso sobre los cuales el tribunal 
no le dio la razón.  
 

Íd., págs. 609-610.  

Por tanto, entre los factores que resultan pertinentes al evaluar 

una renuncia el tribunal debe considerar:  

si el reclamante ha participado en el pleito en corte, si 
se ha puesto en marcha sustancialmente la maquinaria 

propia de la litigación y en qué momento la parte 
demandada le comunicó a la demandante su intención 

de recurrir al arbitraje, si las partes ya se habían 
adentrado en la preparación del litigio, si los 
demandados se hubieran beneficiado del proceso de 

descubrimiento de prueba [propio del ámbito judicial e 
inexistente en el del arbitraje] y si la tardanza afectó, 

indujo a error o perjudicó a la otra parte.16 
 

Por otro lado, el Tribunal Supremo realizó una distinción en 

cuanto al tipo de participación del litigante en corte, es decir, si esta 

es defensiva o afirmativa. Así pues, “si el litigante utiliza el sistema 

judicial de manera afirmativa, el derecho de arbitraje se infiere 

renunciado. Se entiende invocado afirmativamente el proceso 

judicial cuando el litigante solicita fehacientemente los beneficios de 

la litigación de manera claramente inconsistente con su posterior 

reclamo de arbitraje”. H.R., Inc. v. Vissepó & Diez Construction Corp., 

supra, págs. 611-612. Sin embargo, se entiende utilizado 

defensivamente el proceso judicial “cuando el demandado 

 
16 Íd, citando a Jones Motor Co. v. Chauffeu, 671 F.2d 38 (1982). 
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únicamente interactúa con el sistema judicial con el propósito de 

atender una acción en su contra”. Íd., a la pág. 612. Asimismo, en 

Jones Motor Co. v. Chauffeu, supra, el Primer Circuito determinó que 

la renuncia al arbitraje se había configurado cuando los 

demandantes se adentraron considerablemente en el proceso de 

descubrimiento de prueba y prepararon el caso con miras a obtener 

una sentencia sumaria 

Finalmente, en H.R., Inc. v. Vissepó & Diez Construction Corp. 

supra- el cual es distinguible del caso de epígrafe por ser el 

demandante quien reclama el método alterno- el Tribunal Supremo 

determinó que para que se entienda renunciado el derecho de 

arbitraje se debe analizar la conducta de quien lo reclama. Es decir, 

“no basta con alegar que la parte demandada no reclamó su 

derecho” sino que se deberá demostrar que se utilizó 

afirmativamente el sistema judicial, con conocimiento de que se 

tenía un derecho a arbitrar. Íd. pág. 613.  

III. 

 En su recurso, la parte peticionaria planteó que erró el foro 

primario al no acoger una solicitud de desistimiento al amparo de la 

Regla 39.1(b) de Procedimiento Civil17, a pesar de la existencia de un 

acuerdo de arbitraje entre las partes. Sostuvo que no fue hasta que 

Res-Care entregó copia del acuerdo de arbitraje durante el 

descubrimiento de prueba que tuvo la oportunidad de examinar 

copia de los acuerdos de arbitraje intitulados, Mandatory Arbitration 

Agreement.18 Consecuentemente, esgrimió que la querella ante el 

tribunal fue presentada por desconocimiento del alcance y el 

contenido del Acuerdo de Arbitraje por lo que, la parte peticionaria 

entiende que no renunció al procedimiento de arbitraje. Finalmente, 

manifestó que, al existir el mencionado acuerdo, el Tribunal de 

 
17 32 LPRA Ap. V, R. 39.1(b). 
18 Véase, apéndice del recurso, págs.71-76. 
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Primera Instancia carece de jurisdicción para atender la 

controversia entre las partes.  

 Por su parte, Res-Care adujo que los peticionarios 

renunciaron al procedimiento de arbitraje al presentar la querella 

ante el foro primario. Esbozó, que los peticionarios tenían 

conocimiento del acuerdo de arbitraje con anterioridad a la 

presentación de su causa de acción ante el tribunal y que estos solo 

solicitaron el procedimiento de arbitraje luego de decisiones 

adversas que tomara el foro primario en su contra. Además, arguyó 

que durante el pleito los peticionarios litigaron activamente su causa 

de acción por lo que la invocación del proceso de arbitraje es tardía 

y le provocaría un perjuicio indebido.  

 Según expuesto, la tarea de determinar si una parte ha 

renunciado a su derecho de arbitraje no debe ser tomada 

livianamente. Por el contrario, dicho análisis debe realizarse a la luz 

de la fuerte política pública a favor del arbitraje y un análisis de los 

factores que ha mencionado el Tribunal Supremo. A esos efectos y 

ante la particularidad de los hechos ante nuestra consideración, 

debemos analizar si la señora Rodríguez Ortiz y el señor Guzmán 

Moure renunciaron, de forma clara, inteligente y con conocimiento 

de causa, al procedimiento de arbitraje luego de haber presentado 

una querella ante el Tribunal de Primera Instancia.  

 En el caso de autos, no existe controversia sobre la existencia 

de los referidos acuerdos de arbitraje ni de estos fueron firmados 

por los peticionarios. Sin embargo, luego de analizar con 

detenimiento el expediente apelativo nos percatamos que existe 

controversia sobre el momento en que los peticionarios obtuvieron 

copia de los Acuerdos de Arbitraje. Según surge de la solicitud de 

desistimiento voluntario sin perjuicio presentada por los 

peticionarios, estos adujeron que nunca obtuvieron copia del 

acuerdo de arbitraje hasta que este fue entregado por Res-Care 
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durante el descubrimiento de prueba. Asimismo, esgrimieron que, 

aunque habían firmado el acuerdo de arbitraje no entendían el 

alcance ni las consecuencias del documento, por este estar 

redactado en el idioma inglés.  

Por otro lado, Res-Care arguyó en sus escritos que los 

peticionarios conocían desde la presentación de su querella la 

existencia de los referidos documentos. Además, sostuvo que el 

Acuerdo de Arbitraje fue firmado por estos, el 21 de junio de 2019, 

meses antes de la presentación de la querella.  

Tal y como adelantamos, no existe duda de que la señora 

Rodríguez Ortiz y el señor Guzmán Moure firmaron sus respectivos 

acuerdos de arbitraje. Sin embargo, del expediente apelativo no se 

desprende una certificación o acuse de recibo de que Res-Care les 

entregara una copia a los peticionarios de los referidos acuerdos. A 

su vez, los peticionarios aducen que no entendían el contenido de 

los Acuerdos de Arbitraje por estos estar redactados en inglés y 

señalaron que la empresa no les explicó el alcance de este. Por tanto, 

debemos concluir que existe controversia sobre el momento en que 

los peticionarios conocieron sobre el acuerdo y su alcance, lo cual 

es un asunto de credibilidad que debe ser resuelto por el foro 

primario en una vista evidenciaria.  

Recordemos, que la tarea de adjudicar credibilidad y 

determinar lo que realmente ocurrió depende en gran medida de la 

exposición del juez o la jueza a la prueba presentada, lo cual incluye, 

entre otros factores, ver el comportamiento del testigo mientras 

ofrece su testimonio y escuchar su voz.19 De ahí que los tribunales 

apelativos no intervendremos con la apreciación de la prueba, la 

adjudicación de credibilidad y las determinaciones de hechos que 

realizan los tribunales de instancia, a menos que se demuestre que 

 
19 Gómez Márquez v. Periódico El Oriental Inc., 203 DPR 783 (2020). 
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el juzgador actuó movido por pasión, prejuicio o parcialidad o que 

incurrió en error manifiesto.20  

Además, tampoco existe controversia en que, en su 

contestación a demanda, Res-Care manifestó como una defensa 

afirmativa que el procedimiento adecuado era el de arbitraje. A pesar 

de lo anterior, debemos destacar que una lectura de la mencionada 

defensa afirmativa demuestra que está redactada en un lenguaje 

muy general y que no se les imputa a los peticionarios el 

conocimiento de los acuerdos de arbitraje. Tampoco en la 

contestación a la demanda o en los procedimientos con 

posterioridad, la recurrida presentó o anunció la existencia de los 

acuerdos de arbitraje. A su vez, debemos ser enfáticos en que, junto 

con las defensas afirmativas, deben aseverarse “los hechos que las 

sustentan” pues, “si meramente se alega la defensa afirmativa, la 

alegación es insuficiente y se entiende que se renunció”. 21 Por tanto, 

a juicio de este Tribunal, el simple acto de contestar la demanda y 

mencionar el derecho de arbitraje no imputa per se el conocimiento 

que pudieran haber tenido los demandantes sobre los acuerdos y en 

consecuencia, una renuncia inequívoca. Asimismo, la mera 

presentación de una querella laboral no implica de manera 

automática la renuncia fehaciente al procedimiento de arbitraje. 

Esto cobra mayor relevancia cuando se desprende del propio texto 

del acuerdo de arbitraje que en ciertas circunstancias las partes 

pueden acudir a los foros judiciales sin que tal acción se entienda 

como una incompatible al procedimiento de arbitraje o como una 

renuncia al acuerdo.22  

Aclaramos, que el asunto sobre el conocimiento del acuerdo 

de arbitraje, su contenido y alcance son elementos esenciales en la 

 
20 Íd. 
21 Véase, Presidential v. Transcaribe, 186 DPR 263, 281 (2012) citando a R. 

Hernández Colón, Derecho procesal civil, 5ta ed., San Juan, LexisNexis, 2010, pág. 

251. 
22 Véase, apéndice del recurso, págs. 72 y 75. 
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determinación de la renuncia, esto porque es desde la imputación 

de ese conocimiento que cobra relevancia el escrutinio dispuesto por 

el Tribunal Supremo. A esos efectos, el Tribunal de Primera 

Instancia también deberá auscultar, cuándo fue que los 

demandantes conocieron sobre el acuerdo y de ahí si los 

peticionarios afirmativamente -con ese conocimiento de causa- 

renunciaron a su derecho de arbitraje y si aun así participaron 

activamente en el litigio; si realizaron actos inconsistentes con el 

proceso de arbitraje; si el proceso judicial se encuentra en una etapa 

muy avanzada al momento en que reclamaron un desistimiento por 

el arbitraje; cuánto tiempo se demoraron en solicitar que se 

detuvieran los procedimientos en el tribunal, con el fin de hacer 

valer el acuerdo  de arbitraje; el perjuicio, si alguno, causado a la 

parte contraria por la demora de la demandante en reclamar el 

arbitraje en su propio caso; si los reclamantes buscan litigar 

nuevamente asuntos en los méritos del caso sobre los cuales el 

tribunal no le dio la razón, entre otros.  

Además, debe tenerse presente que en nuestro sistema de 

derecho la renuncia de derechos, la cual es autorizada por el 

Artículo 4 de Código Civil de 1930, debe ser clara, terminante e 

inequívoca.23 Es decir, la renuncia de un derecho afirmativamente 

concedido por ley requiere que la parte renunciante conozca de 

forma cabal su derecho y haya tenido la intención clara de 

abandonarlo.24  

En virtud de la discreción que nos ha sido conferida y a la luz 

de los criterios dispuestos en la Regla 40 de nuestro Reglamento, 

supra, examinadas las circunstancias particulares y el tracto 

procesal del caso que nos ocupa, concluimos que procede nuestra 

 
23 Véase, Artículo 4 del Código Civil de Puerto Rico de 1930, 31 LPRA sec. 4. Chico 
v. Editorial Ponce, 101 DPR 759, 778 (1973); Cabrera v. Doval, 76 DPR 777, 781 

(1954). 
24 Fenning v. Tribunal, 96 DPR 615, 622 (1968); Mendoza Aldarondo v. Asociación 
Empleados, 94 DPR 564, 577 (1967). 
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intervención sobre la determinación recurrida, en esta etapa de los 

procedimientos. De una lectura de los escritos de las partes, así 

como la escueta Orden emitida por el foro primario, somos de 

opinión que existe una controversia medular que debe ser dirimida 

en una vista evidenciaria sobre el conocimiento de los peticionarios 

sobre los acuerdos de arbitraje, el contenido de los mismos y si hubo 

una renuncia a su derecho contractual al arbitraje de forma 

fehaciente con conocimiento de causa. Por tanto, ante las 

circunstancias particulares del caso de autos y ante las referidas 

controversias medulares, concluimos que el foro primario incidió al 

denegar la solicitud de desistimiento sin más.   

IV 

Por los fundamentos expuestos, expedimos el recurso de 

certiorari presentado por la señora Rodríguez Ortiz y el señor 

Guzmán Moure, revocamos la Orden del 29 de diciembre de 2020, 

emitida por Tribunal de Primera Instancia, Sala de Aibonito y 

dejamos sin efecto la orden de paralización de los procedimientos.  

Ante ello devolvemos el caso al foro primario para la continuación 

de los procedimientos conforme a lo aquí dispuesto.  

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones.  La Jueza Domínguez Irizarry emite voto 

disidente por escrito.  La Jueza Álvarez Esnard se une al disenso. 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones
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En San Juan, Puerto Rico, a 9 de abril de 2021. 

Respetuosamente disiento de lo resuelto por la mayoría de los 

miembros que componen este Panel.  A mi juicio, el Tribunal de 

Primera Instancia actuó conforme a derecho al denegar la solicitud 

de desistimiento voluntario promovida por los peticionarios, por lo 

que entiendo que es innecesaria la vista ordenada por la mayoría 

para disponer de la controversia entre las partes.  Me explico. 

Según surge del expediente que nos ocupa, previo a la 

presentación de la reclamación de autos, los peticionarios 

suscribieron un acuerdo de arbitraje con la parte recurrida para 

ventilar, ante un árbitro, cualquier controversia futura relacionada 

a los términos de su relación laboral. Dado a ello, con independencia 

de que leyeran, o no, su contenido, lo cierto es que, mediante la 

prestación de su consentimiento, los peticionarios supeditaron su 

voluntad a la letra consignada en el referido acuerdo.  Ahora bien, 

pese a lo anterior, el 23 de marzo de 2020, estos dieron curso a la 

causa de epígrafe ante el Tribunal de Primera Instancia para 

adjudicar su reclamo.  En respuesta, el 30 de julio de 2020, en su 
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contestación a la demanda, la parte recurrida, a manera de defensa 

afirmativa, expresamente advirtió la existencia del contrato de 

arbitraje en disputa.  Con ello, en una etapa muy temprana del 

pleito, alertó sobre los límites de la jurisdicción del tribunal ante el 

convenio en controversia, permitiéndole a la parte peticionaria 

ejecutar la eficacia del contrato de arbitraje vigente.  Sin embargo, 

tal cual lo evidenciado ante nos, la parte peticionaria continuó 

utilizando de manera afirmativa los recursos del tribunal por 

espacio de, aproximadamente, nueve (9) meses desde la 

presentación de la demanda, adelantando, así, los trámites para 

dirimir su causa por la vía judicial. 

Es la postura de mis compañeros Jueces que, en el presente 

caso, resulta meritoria la celebración de una vista para resolver lo 

que, a su juicio, constituye una controversia sujeta a la credibilidad 

del foro primario: determinar “el momento en el que los peticionarios 

conocieron sobre el acuerdo y su alcance.”1  En esencia, apoyan su 

conclusión en la política pública que impulsa el empleo del arbitraje 

en nuestra jurisdicción.  No obstante, es mi postura que el trámite 

ordenado por este Foro no es, sino, un ejercicio fútil. Ello así, toda 

vez que, durante la vista, los peticionarios habrán de reproducir los 

argumentos que ante nos esgrimen: que desconocían del acuerdo 

por no habérsele provisto de manera oportuna, y que su 

comprensión respecto al contenido era limitada. Sin embargo, es 

menester reiterar como hecho indubitado que, previo a la 

presentación de la demanda de epígrafe, los peticionarios 

suscribieron el acuerdo de arbitraje en disputa. Esta incidencia, la 

cual expresamente admitieron, despeja todo viso de controversia 

sobre el momento en el cual firmaron el convenio objeto de litigio. 

Por igual, aun cuando plantean haber estado ajenos al contenido del 

contrato en cuestión, ello por no haberlo leído, resulta que, al 

 
1 Véase: Sentencia del Tribunal de Apelaciones, pág. 13. 
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suscribirlo, asumieron todos sus efectos, validándolo como la ley 

entre las partes. Ahora bien, aun imprimiéndole credibilidad a las 

contenciones de los peticionarios, lo cierto es que, a sabiendas de la 

eficacia del contrato arbitral en disputa, afirmativamente optaron 

por emplear a favor de su causa los mecanismos provistos por el 

tribunal.2 Es precisamente este comportamiento el que manifiesta 

su renuncia a la oponibilidad del arbitraje pactado en el año 2019, 

del cual fueron adecuadamente advertidos desde el momento en el 

que la parte recurrida presentó la contestación a la demanda el 30 

de julio de 2020. 

Cierto es que, según se expone en la Sentencia emitida por la 

mayoría del Panel, nuestro estado de derecho favorece una política 

pública vigorosa a favor del arbitraje.  H.R., Inc. v. Vissepó & Diez 

Constr., 190 DPR 597 (2014). No obstante, bajo ciertas condiciones, 

se admiten excepciones al cumplimiento de una obligación arbitral, 

entre ellas, la renuncia voluntaria de las partes. Íd. Al respecto, la 

doctrina reconoce que, en la tarea de determinar la validez de una 

renuncia, toda duda debe resolverse a favor del arbitraje, por lo que 

resulta preciso considerar factores relacionados al grado de 

participación de las partes en la tramitación del litigio de que trate. 

Íd, pág. 609-610.  En dicho contexto, la norma distingue entre la 

participación defensiva o afirmativa del litigante, ello para auscultar 

la oponibilidad de una renuncia a una cláusula de arbitraje válida. 

En lo atinente, la participación afirmativa, es aquella en la que “el 

litigante solicita fehacientemente los beneficios de la litigación de 

 
2 El expediente de autos evidencia que, luego de presentada la alegación 

responsiva de la recurrida, y de que se proveyera para la conversión de los 

procedimientos, se tramitó el descubrimiento de prueba del caso.  En específico, 

los peticionarios intercambiaron pliegos de interrogatorio y requerimiento de 

documentos.  Igualmente, y con posterioridad a que la parte recurrida le hubiere 

producido copia del acuerdo de arbitraje en disputa, el descubrimiento de prueba 
continuó su curso, calendarizándose incluso, la toma de deposiciones.  Por igual 

y entre otras incidencias surge que el Tribunal de Primera Instancia celebró una 

vista inicial en la que ordenó a los comparecientes someter sus respectivos 

informes sobre la Conferencia con Antelación al Juicio y en la que, a su vez, 

convinieron las fechas para la vista de seguimiento y para someter sus mociones 

dispositivas.  
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manera claramente inconsistente con su posterior reclamo de 

arbitraje”.  Íd, pág. 612.  Tal es el comportamiento procesal que, de 

acuerdo con la prueba que obra en autos, asumieron los 

peticionarios.  El hecho de haber adelantado etapas en el proceso 

judicial que promovieron, ello a pesar de conocer sobre la eficacia 

del convenio en cuestión, revela su expresa intención de abdicar a 

su derecho a que un árbitro intervenga en la disputa. De ahí que 

estén impedidos de solicitar la ejecución de los términos contenidos 

en el acuerdo de arbitraje que suscribieron, el cual, mediante sus 

actos, tácitamente revocaron. 

Es menester destacar que la parte recurrida expresamente 

aludió al arbitraje como el mecanismo adjudicativo convenido para 

asumir autoridad sobre una posible controversia laboral entre las 

partes, desde su contestación a la demanda. Al así hacerlo, cumplió 

con el requerimiento reiterado en H.R., Inc. v. Vissepó & Diez Constr., 

supra, ello en cuanto a advertir oportunamente sobre el asunto, todo 

a fin de que se proveyera para la paralización de los procedimientos. 

Al respecto, resulta forzoso enfatizar que la precitada jurisprudencia 

versa sobre una situación inversa a la de autos, toda vez que 

entiende sobre la reclamación del derecho a arbitraje promovida por 

la parte demandada durante el curso de la tramitación de la causa 

incoada en su contra.  En la causa de epígrafe, es la parte 

demandante quien pretende valerse de la intervención de un árbitro 

en el asunto, luego de que la entidad recurrida, de manera expresa 

y en cumplimiento con su deber procesal, alertara sobre la vigencia 

de un contrato de arbitraje que tenía el efecto de suprimir la 

intervención de la maquinaria judicial.   

Es mi firme convicción que este Tribunal tenía todos los 

elementos de juicio necesarios para disponer del asunto que se 

sometió a su función revisora.  Lo actos de los peticionarios al 

continuar la tramitación judicial del asunto, manifiestan su 
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voluntad de abdicar al derecho de arbitraje que convenientemente 

reclaman. Estos fueron debidamente advertidos sobre la existencia 

del contrato de arbitraje que voluntariamente asumieron y cuya 

oponibilidad optaron por no ejecutar.  Siendo así, entiendo que es 

inoficiosa la celebración de la vista que, mediante la presente 

Sentencia, se ordenó.  En mérito de lo anterior, disiento de lo 

resuelto.   

 

 
IVELISSE DOMÍNGUEZ IRIZARRY 

                                         Jueza de Apelaciones 

 


